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Presentación

La reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos del 10 de junio de 2011 implicó la modificación de 
once de sus artículos teniendo una enorme repercusión 
en el sistema jurídico mexicano. Ahora existe una con-
cepción más amplia de los mismos. Por ejemplo, los dos 
primeros párrafos del artículo primero incorporaron el 
término derechos humanos, supliendo el de garantías in-
dividuales, que implica mucho más que un cambio de 
palabras; la concepción de que la persona goza de los 
derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución co
mo en los tratados internacionales; la interpretación con­
forme que debe hacerse con esas disposiciones; el princi-
pio pro persona; la obligación de todas las autoridades 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
Por otra parte, se obliga al Estado a prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones a los derechos humanos 
cuando ocurran.

La inclusión expresa de las obligaciones que tienen 
las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, como lo 
es la promoción de los derechos humanos y tenerlos 
como eje de su actuación, debe entenderse como un ele-
mento clave para prevenir su violación y es una enco-
mienda directa para los organismos protectores de derechos 
humanos en el país, como lo es esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos.

Una reforma de tal envergadura genera la necesidad 
de contar con materiales de estudio para su mejor compren
sión a fin de responder a las nuevas realidades, necesida-
des y problemáticas que aquejan a la sociedad mexicana 
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*	 Colección sobre la protección constitucional de los derechos humanos y Colección 
sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA).

y que merecen nuestra atención. Su complejidad amerita 
reflexiones en diversas temáticas, desde distintos enfo-
ques y especialidades. Es por ello que resulta indispen
sable el permanente estudio y análisis de los derechos 
humanos.

La presente “Colección de textos sobre derechos hu-
manos” es un espacio de estudios académicos que anali-
za diferentes contenidos relacionados con los derechos 
humanos que pueden contribuir a su conocimiento, de-
biendo la población en general estar atenta y cercana a 
los cambios legislativos, a las medidas administrativas 
que se realizan y al desarrollo jurisprudencial que se va 
produciendo, con la pretensión de generar una constante 
sinergia entre la teoría y la praxis nacional.

Entre los temas abordados hasta el momento desta-
can los estudios teóricos que permiten una introducción 
y mejor comprensión sobre el origen y la evolución histó-
rica de los derechos humanos, así como el debate con-
temporáneo de los mismos. Asimismo, otros son de pri-
mordial estudio para el acercamiento a la protección no 
jurisdiccional de los derechos humanos, los grupos en 
situación de vulnerabilidad y de los pueblos y comunida-
des indígenas. También la colección se integra con artícu-
los que abordan los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y las modificaciones incorporadas en 2011, 
temáticas que han sido objeto de otras Colecciones de 
esta Comisión Nacional.* Por otro lado, se pueden iden-
tificar algunos estudios que versan sobre tópicos cuyo de-
bate nacional sigue vigente, generándose normatividad al 
respecto, como las reformas en materia penal, la presun
ción de inocencia, la prohibición de tortura y de desa
parición forzada de personas y los derechos de las vícti-
mas de los delitos.
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La presente serie se integra con los siguientes títulos: 
1) Origen, evolución y positivización de los derechos hu­
manos; 2) Aproximaciones teóricas al debate contemporá­
neo de los derechos humanos; 3) La evolución histórica de 
los derechos humanos en México; 4) Los pueblos indíge­
nas de México y sus derechos: una breve mirada; 5) Dere­
cho Internacional Humanitario; 6) Estado de Derecho y 
Principio de Legalidad; 7) La protección no jurisdiccional de 
los derechos humanos en México; 8) Panorama general 
de los DESCA en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos; 9) La desaparición forzada de personas; 10) La 
prevención y la sanción de la tortura; 11) Los derechos 
humanos de las víctimas de los delitos; 12) Aspectos cultu­
rales de la discriminación a la luz de algunos instrumentos 
internacionales de derechos humanos; 13) Libertad de ex­
presión y acceso a la información; 14) Presunción de ino­
cencia; 15) Algunas resoluciones relevantes del Poder Judi­
cial en materia de derechos humanos; 16) La Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y la acción de incons­
titucionalidad de ley; 17) Grupos en situación de vulnera­
bilidad; 18) Los estándares internacionales de los derechos 
humanos: un sistema de derechos en acción; 19) Dere­
chos humanos de los pueblos indígenas: el debate colo­
nial y las Leyes de Indias de 1681; 20) Agua y derechos 
humanos; 21) Cultura de la legalidad y derechos huma­
nos; 22) De la cultura de la legalidad a la cultura de los 
derechos humanos; 23) Diálogo jurisprudencial y protec­
ción de los derechos humanos; 24) El derecho a la partici­
pación y a la consulta en el desarrollo. Retos para México; 
25) El derecho humano al voto; 26) La identificación y la 
trata de personas, un par de problemas que enfrentan las 
personas que migran; 27) La justiciabilidad del derecho al 
agua en México; 28) La personalidad jurídica en la desapa­
rición forzada; 29) La trata de personas como violación a 
los derechos humanos: el caso mexicano; 30) Migración 
en tránsito, pobreza y discriminación en el territorio mexi­
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cano; 31) Multiculturalidad, ciudadanía y derechos huma­
nos en México. Tensiones en el ejercicio de la autonomía 
indígena; 32) Narrativas interdisciplinarias sobre desapari­
ción de personas en México; 33) Proteccionismo, dere­
chos humanos y seguridad social de los adultos mayores. 
Hacia una mejor calidad de vida; 34) Una mirada a los 
derechos de las niñas y los niños: su resignificación, y 35) 
Violaciones a los derechos humanos del imputado en la 
etapa de investigación.

Esta Colección, desde la perspectiva de cada uno de 
los autores —a quienes agradecemos que compartan su 
experiencia y visión de los temas— pretende contribuir a 
impulsar la difusión de los derechos humanos entre todas 
las personas, así como a fortalecer su cumplimiento.

Al igual que todas las colecciones de esta Comisión 
Nacional, el lector podrá encontrar, en nuestro sitio web, 
la versión electrónica de estos títulos.

Lic. Luis Raúl González Pérez,
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos
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I. Introducción

Para los Estados que forman parte del sistema interamerica-
no, existe una nueva forma de interpretar y aplicar los dere-
chos humanos a partir de la ratificación del Pacto de San 
José y la aceptación de la competencia contenciosa de la 
Corte Interamericana. La coexistencia de normas que con-
tienen derechos en el ámbito interno y el interamericano ha 
hecho que la manera de entender la protección de los dere-
chos humanos cambie radicalmente, pues se han edificado 
dos regímenes paralelos que conviven y se unen a través de 
diversas prácticas. Una de esas prácticas es el diálogo entre 
la jurisdicción nacional y la jurisdicción interamericana. 

El  diálogo jurisprudencial, que ha adquirido fuerza en 
los últimos años, encuentra uno de sus fundamentos más só
lidos en la idea de que la emergencia de problemas que en 
su evolución, pero, sobre todo, en su solución posible, tie-
nen una dimensión y una naturaleza que supera los confines 
estatales, muchas veces impone a los actores que participan 
en este nuevo escenario buscar respuestas en criterios que 
no sólo se encuentran en las normas nacionales. Surge en-
tonces la necesidad de un intercambio de ideas en el mar
co de los sistemas regionales que se han construido y que 
tienden a provocar una convergencia en los distintos sis
temas jurídicos. Este hecho ha sido producto de una serie 
de fenómenos que favorecen la circulación de principios 
comunes (al menos en los ordenamientos liberal-democrá-
ticos)  y, al mismo tiempo, dotan a estos principios de una 
fuerza expansiva que les permite convertirse en referentes 
aplicables, bajo ciertas condiciones, en otros sistemas. 

Esta situación ha provocado una dicotomía caracteri-
zada por planteamientos que parecieran contraponerse, 
pero que dado el contexto actual, conviven dotando de 
cierta complejidad a los sistemas jurídicos. Por un lado, 
existen elementos ideológicos, religiosos, históricos, eco-
nómicos, climáticos, geográficos, sociológicos y culturales 
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que determinan una identidad nacional sobre la que se cons
truyen normas e instituciones que regulan la vida de los in-
dividuos; pero por otra parte, los seres humanos, debido a 
las concurrencias que se presentan en el mundo jurídico, 
van acogiendo cada vez con mayor fuerza una concepción 
universal de la idea de justicia y, en consecuencia, conside-
ran difícil justificar la existencia de respuestas diversas a 
problemas idénticos.1 La dicotomía planteada, ha provoca-
do un aumento en el interés por la forma en que son tratados 
los casos que se resuelven a nivel regional, lo que tiene como 
consecuencia que, en el caso de México, las resoluciones 
dictadas por los órganos de garantía del sistema interameri-
cano sean revalorizadas. 

La labor de los jueces en la búsqueda de soluciones 
comunes a problemas compartidos es muy importante, pues 
son ellos los que interpretan las disposiciones jurídicas y las 
dotan de significados que se reflejan en casos concretos y 
trascienden el texto legal. La actuación de los jueces impli-
ca entonces la recreación del derecho en el hecho2 y es un 
vehículo cardinal en la evolución del sistema normativo, ya 
que a través de la interpretación que hacen los órganos ju-
risdiccionales se logra la afirmación del ordenamiento jurí-
dico por medio de la resolución de situaciones particulares. 
En consecuencia, la llamada “globalización judicial”3 crece 
día con día a través de distintos canales de comunicación 
que los jueces utilizan para encontrar soluciones mejor ar-
gumentadas en los procesos que se ven obligados a resol-

1	 Guy Canivet,  “La pratica del diritto comparato nelle corti supreme”, en Basil Mar­
kesinis y Jörg Fedtke, coords., Giudici e diritto straniero. La pratica del diritto comparato. 
Bolonia, Il Mulino, 2009, pp. 214 ss. 

2	 Salvatore Satta, “Giurisdizione (nozioni generali)”, en Enciclopedia del diritto, t. XIX. 
Milán, Giuffrè, 1962, pp. 218 ss. 

3	 La globalización judicial, según Slaughter, describe un proceso de interacción ju­
dicial que supera fronteras al intercambiar ideas y cooperar en casos que implican 
tanto el derecho nacional como el internacional. Véase Anne-Marie Slaughter, 
“Judicial globalization”, Virginia Journal of  International Law, vol. 40, 1999-2000, p. 
1104. 
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ver. De esta forma, a través de una mayor comunicación con 
otros órganos jurisdiccionales, cada vez son más los tri
bunales que interactúan entre sí, no sólo tomando como 
referencia los casos resueltos por otros jueces o en otras 
instancias, sino también ofreciendo sus propios razona-
mientos para participar en un proceso que está cambiando 
de la simple recepción al diálogo entre órganos jurisdiccio-
nales.4 Este proceso dialógico ha adquirido mayor fuerza 
debido a que los problemas comunes y las necesidades glo-
bales que enfrentan los Estados, han hecho crecer la nece-
sidad de conocer no sólo las reglas escritas o la doctrina que 
se crea en el mundo académico, sino también las reglas ope
racionales, los modelos de sentencia y las técnicas de razo-
namiento de los que se valen otros órganos jurisdiccionales.  

En nuestro país, la coexistencia del sistema nacional 
con el interamericano conforma en los hechos un esquema 
de protección dual de las personas, en el que la comunica-
ción entre la Corte Interamericana y los órganos jurisdiccio-
nales de carácter nacional se ha vuelto fundamental a partir 
de la reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos de junio de 2011 y los alcances que a estos cambios 
constitucionales les ha dado la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. Es por ello que, en las páginas siguientes, se abor­
dará la idea de diálogo jurisprudencial, la forma en que éste 
influye en la protección de los derechos humanos y los facto
res que favorecen el proceso dialógico. Con estas premisas, 
se expondrán algunos ejemplos del diálogo jurisprudencial 
en el sistema interamericano, para finalmente hacer refe-
rencia al modo en que los tribunales mexicanos y, en particu
lar, la Suprema Corte de nuestro país, se están integrando a 
este modelo dialógico en construcción. Todo ello con el fin 
de demostrar que el diálogo jurisprudencial puede ser un 

4	 Claire L’Heureux-Dubé, “The importance of  dialogue: Globalization and the in­
ternational impact of  the Rehnquist Court”, Tulsa Law Journal, vol. 34, 1998, pp. 
17 ss.
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adecuado cauce para orientar la protección de los derechos 
humanos. 

II. La idea de diálogo  
jurisprudencial 

La idea de diálogo entre los tribunales es una noción que 
aunque no es nueva, sí puede considerarse bastante impre-
cisa y quizá no pueda ser aún una verdadera categoría jurí-
dica en vez de una simple intuición,5 por lo que es necesario 
ofrecer algunos elementos para aclarar este concepto. 

La palabra diálogo encuentra entre las acepciones 
contempladas en el Diccionario de la Real Academia Espa-
ñola, la idea de “plática entre dos o más personas, que alter-
nativamente manifiestan sus ideas o afectos”, así como la 
imagen de “discusión o trato en busca de avenencia”.6 De 
esto se deduce de manera bastante evidente, como señala 
Laurence Burgorgue-Larsen, que el diálogo induce tanto el 
acuerdo como la oposición, tanto la contradicción o la dis-
cordia como el acuerdo, la concordia o la aprobación.7 En 
el ámbito jurídico, el concepto de diálogo puede utilizarse 
para calificar varios fenómenos del nuevo derecho públi-
co; sin embargo, en estas páginas se hará referencia sim
plemente al diálogo que se da entre los tribunales. Para los 
órganos jurisdiccionales, como señala Armin von Bogdandy, 

5	 Javier García Roca, “El diálogo entre el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
y los tribunales constitucionales en la construcción de un orden público europeo”, 
Teoría y Realidad Constitucional, núm. 30, 2012, p. 190. 

6	 Estos señalamientos corresponden a la primera y tercera acepciones de la pala­
bra, consultables en www.rae.es 

7	 Laurence Burgorgue-Larsen, “La formación de un derecho constitucional euro­
peo a través del diálogo judicial”, en Alejandro Saiz Arnaiz y Eduardo Ferrer Mac-
Gregor, coords., Control de convencionalidad, interpretación conforme y diálogo jurispruden-
cial. Una visión desde América Latina y Europa. México, Porrúa-Universidad Nacional 
Autónoma de México, 2012, pp. 29-30. 
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el concepto de diálogo conlleva ante todo la necesidad de 
justificar sus resoluciones fundamentándolas en argumen-
tos suficientes. Esto es así pues: 

Tradicionalmente, los tribunales decidían principalmente a 
partir de su autoridad, por lo que argumentaban poco sus 
resoluciones. No se veían llamados a sustentar la solución 
adoptada, ni tampoco justificaban que fuera la mejor entre 
otras opciones jurídicamente posibles. En cambio, en el 
nuevo derecho público, los tribunales deben argumentar 
para convencer a otros actores jurídicos y justificar la toma 
de determinada decisión. Tal justificación representa un ele-
mento primordial en este modelo de derecho público, pues 
la autoridad del ente jurisdiccional en sí misma no basta 
para sustentar el fallo.8

Pero además de su importancia desde el punto de vista 
argumentativo, el diálogo jurisprudencial, como fenómeno 
contemporáneo, al implicar la interacción entre tribunales 
de distintas jurisdicciones, busca un enriquecimiento mu-
tuo en la construcción de soluciones equivalentes acordes 
a los principios universales del derecho democrático.9 Esto 
no quiere decir, sin embargo, que en todo diálogo existan 
coincidencias, pues la decisión de un tribunal nacional de 
un país latinoamericano, aunque se trate de la Corte Supre-
ma, puede ser controlada por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos; pero de la misma forma, una decisión 
de la Corte Interamericana puede ser rechazada por un tri-

8	 Armin von Bogdandy, “Ius constitutionale commune latinoamericanum. Una aclaración 
conceptual”, en Héctor Fix-Fierro, Armin von Bogdandy y Mariela Morales An­
toniazzi, coords., Ius constitutionale commune en América Latina: Rasgos, potencialidades y 
desafíos. México, Universidad Nacional Autónoma de México-Max-Planck-Insti­
tut für ausländisches öffentliches Recht und Völkerrecht-Instituto Iberoamerica­
no de Derecho Constitucional, 2014, p. 14. 

9	 Carlos Ayala Corao, Del diálogo jurisprudencial al control de convencionalidad. México, 
Porrúa-Instituto Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, 2013, p.  XIII.  
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bunal nacional.10 Y es que cuando la Corte Interamericana 
dicta una sentencia, su implementación puede ser anulada 
por los tribunales nacionales, pues una resolución de cual-
quier tribunal puede ser controlada por otro tribunal debido 
a que en el escenario actual no hay ya “últimas palabras”. 
Esta situación impulsa a los órganos jurisdiccionales a fun-
damentar racionalmente sus fallos, porque tal argumenta-
ción es esencial para poder demostrar que una decisión no 
es arbitraria.11 De esta forma, la existencia de un diálogo ju
risdiccional permite reforzar la legitimidad de las decisio-
nes que se toman, facilitando su obediencia, lo que conecta 
con la filosofía de la democracia deliberativa, pues supone 
la existencia de varias autoridades que se encuentran com-
prometidas en un sistema de garantía de los derechos.12 Esto 
es así pues si bien, como se ha mencionado, tras conversar 
puede “alcanzarse un acuerdo entre los sujetos afectados, 
o un matizado disenso, pendiente de nuevos encuentros, o 
incluso un flagrante desacuerdo […], en todo caso, se admi-
te comúnmente entre las partes del sistema que todo diálo-
go produce al menos un recíproco enriquecimiento de las 
argumentaciones”.13

La idea de dejar de lado planteamientos estrictamente 
jerárquicos es fundamental en la noción de diálogo y presu-
pone la existencia de un sistema que no está unificado en 
un ordenamiento bajo una Constitución, sino integrado por 
una estructura múltiple en distintos niveles y basada en un 
pluralismo constitucional. Éste es, a decir de García Roca, 
un rasgo decisivo que implica un sistema donde cada fuente 
suprema no deriva su validez de la otra. En estos casos, exis-
te un contexto de conflicto potencial entre distintos orde
namientos, lo que supone una red de trabajo que no se 
ordena conforme a la vieja jerarquía que pretendía una vi-

10	 A. von Bogdandy, op. cit., n. 8, pp. 14-15. 
11	 Idem. 
12	 J. García Roca, op. cit., n. 5, p. 196.
13	 Idem. 
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sión escalonada de las fuentes del derecho, sino donde los 
derechos de las personas tienen distintos niveles jurisdic-
cionales de garantía y los tribunales deben cooperar en la 
solución de los conflictos. De esta forma, la palabra diálo-
go denota una conversación entre varios sujetos que se co-
munican usando un mismo código o lenguaje y buscan 
acuerdos en una exégesis interpretativa de unos derechos co
munes.14 En estos casos, como señala Rafael Bustos Gisbert:

[...] el diálogo se producirá cuando exista una distorsión 
entre los distintos órganos encargados de interpretar […]. 
Distorsión consistente en alcanzar soluciones incompati-
bles entre sí a idénticos problemas. Esto es, el diálogo no 
viene impuesto por la diversidad de soluciones, pues la idea 
de diversidad es consustancial a la idea de pluralismo cons-
titucional. Sin diversidad lo que se ahogaría es precisamente 
ese pluralismo que se asienta en un proceso dinámico de 
convergencias y divergencias. Lo esencial es que esa diver-
sidad no conduzca a situaciones de incompatibilidad abso-
luta. No se trata, pues, como en el orden interno nacional 
tradicionalmente entendido, de asegurar una interpretación 
totalmente coincidente, sino que lo buscado es un conjunto 
de interpretaciones mutuamente compatibles.15

Es evidente entonces, que el diálogo busca acabar con 
cualquier autismo por parte de unos tribunales que en nues-
tros días deben necesariamente interpretar los derechos en 
red por la misma naturaleza transversal y global del objeto. 
Así lo plantea García Roca, pues a su entender “el pluralis-
mo, es el sustrato del cual arranca el diálogo; pero los dere-
chos humanos de las personas no se detienen en las 
fronteras, la dignidad de la persona humana y el libre desa-

14	 Ibid., pp. 192-194. 
15	 Rafael Bustos Gisbert, “XV proposiciones generales para una teoría de los diálo­

gos judiciales”, Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 95, mayo-agosto de 
2012, p. 22. 
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rrollo de la personalidad son universales y no son distintos 
en Lisboa o Vladivostok”.16

III. Derechos humanos  
y diálogo jurisprudencial

El ámbito en el que se desarrolla el diálogo jurisprudencial 
es principalmente el del “territorio disputado” entre los or-
denamientos confluyentes y, dentro de éste, los derechos 
humanos tienen un lugar fundamental. En este campo, como 
señala Rafael Bustos, existen diversos entes, con distintos 
textos de referencia y distintas formas de relacionarse en
tre sí que carecen, por definición, de una autoridad última 
de determinación del contenido de los mismos.17 Esto tiene 
que ver directamente con la naturaleza misma de los dere-
chos humanos, que se presentan como exigencias que nos 
hacemos mutuamente en la medida que nos queremos com
prender moralmente, esto es, vernos no como meros instru-
mentos para ciertos fines, sino como fines en sí mismos.18 Por 
ello, no es raro que se llegue a definiciones no coincidentes 
generadoras de obligaciones incompatibles entre sí cuando 
las instancias encargadas de resolver conflictos asumen la-
bores interpretativas. En este contexto, el diálogo se pre
senta como un instrumento para matizar las diferencias y 
obtener consensos que permitan construir pisos mínimos 
en la defensa de los derechos a fin de que éstos dejen de ser 
vistos como un “material muy etéreo” y se conviertan en ele
mentos efectivos para la protección de las personas. Con 
ello gana fuerza la idea planteada por Zagrebelsky de optar 
por un derecho constitucional abierto en el que los tribu-

16	 J. García Roca, op. cit., n. 5, p. 195. 
17	 R. Bustos Gisbert, op. cit., n. 15, p. 27. 
18	 Ernst Tugendhat, Lecciones de ética. Barcelona, Gedisa, 1997, passim. 
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nales interactúen para desarrollar, de una mejor manera, 
sus funciones. Ahora bien, debe dejarse muy claro que la 
idea de un constitucionalismo abierto, no significa la cons-
trucción de un caballo de Troya para afirmar una dictadura 
universalista de los derechos, sino simplemente buscar nue-
vas formas de entender los diversos ordenamientos que 
concurren en el marco del pluralismo jurídico, dándoles sen
tido a través de un marco de fondo en el cual puedan asumir 
un significado preciso desde la perspectiva de un determi-
nado momento histórico.19 El diálogo se presenta entonces 
como una herramienta de acomodo mutuo en una dinámi-
ca de cooperación para evitar choques que eventualmente 
se podrían dar entre las interpretaciones de los derechos.

IV. Los factores que favorecen  
el diálogo jurisprudencial

Es indudable que el éxito que se pueda atribuir al diálogo 
entre los tribunales se vincula “a la intensificación de la in-
terdependencia entre Estados y entidades internacionales 
como uno de los rasgos característicos […] de la glo
balización”.20 La construcción de relaciones entre las na-
ciones y la interacción sin fronteras de los distintos actores 
en el ámbito nacional e internacional, han dado como re-
sultado que los factores sociales y culturales de carácter 
local traspasen cualquier línea divisoria e influencien no 
sólo los sistemas sociales y sus procesos, sino también los 
sistemas y ordenamientos jurídicos. Esto ha hecho que hoy 
en día no sea posible continuar pensando que en la labor de 
los operadores jurídicos lo único que importan son los fac-
tores que forman parte de los ambientes estatales, pues la 

19	 Gustavo Zagrebelsky, La legge e la sua giustizia. Bolonia, Il Mulino, 2008, p. 404. 
20	 R. Bustos Gisbert, op. cit., n. 15, p. 18. 
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interacción a través de procesos globales ha hecho que los 
agentes que se encuentran más allá de las fronteras nacio-
nales condicionen la forma en que la labor jurídica se lleva 
a cabo.21

Bajo este contexto, uno de los factores que con más 
fuerza ha favorecido el diálogo  jurisprudencial es la inter-
nacionalización de las constituciones, que, como señala 
Héctor Fix-Zamudio, se comienza a acentuar en la segunda 
mitad del siglo XX, con el desarrollo creciente y progresivo 
de la influencia del derecho internacional en las normas 
fundamentales de los textos constitucionales contemporá-
neos, especialmente en el campo convencional. Este fenó-
meno adquiere una relevancia mayor con la suscripción y 
ratificación, por parte de los Gobiernos, de diversos instru-
mentos internacionales que incorporan a los ordenamientos 
internos las disposiciones de los tratados multilaterales, en 
forma destacada en el ámbito de la protección de los dere-
chos humanos, y en segundo término, con  la recepción, en 
los ordenamientos nacionales, de las normas consuetudi-
narias generalmente reconocidas por la comunidad interna
cional.22 

Armin von Bogdandy refiere al respecto que, si se com­
para la situación actual con la de cien años atrás, “se obser-
va que casi todos sus elementos constitutivos han cambiado: 
la evolución del Estado-nación en el marco del proceso de 
globalización, el espectacular desarrollo del derecho inter-
nacional y, sobre todo, la introducción de disposiciones 
constitucionales al papel del derecho internacional en los 
ordenamientos jurídicos internacionales”.23 Por ello, cuando 
se reflexiona sobre la relación entre el derecho internacio-

21	 Sobre el tema véase Silvio Gambino, Diritto costituzionale comparato ed europeo. Milán, 
Giuffrè, 2004, pp. 2 ss. 

22	 Héctor Fix-Zamudio, “La creciente internacionalización de las Constituciones 
iberoamericanas, especialmente en la regulación y protección de los derechos hu­
manos”, en A. Saiz Arnaiz y E. Ferrer Mac-Gregor, coords., op. cit., n. 7, pp. 270-
271. 

23	 A. von Bogdandy, op. cit., n. 8, pp. 16-17. 
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nal y el derecho interno, más que atender a la contraposición 
entre monismo y dualismo, debe acudirse a la base concep-
tual que se construye a partir de la idea de pluralismo jurídi-
co. De acuerdo con los planteamientos de Bogdandy, en 
América Latina ha surgido una nueva doctrina orientada 
hacia un sistema jurídico plural en el que se entrecruzan 
principios, normas y regulaciones de los órdenes interna-
cional, supranacional y estatal, categorizado bajo distintas 
nociones como “redes horizontales de colaboración”, “inter
constitucionalidad”, “metaconstitucionalidad recíproca”, red 
de constituciones, influjos y lecturas similares, normativis
mo supranacional, transconstitucionalismo, etc. Incluso, 
refiere que algunos autores latinoamericanos acuden a la 
figura geométrica del trapecio para ilustrar el proceso de 
desdibujamiento de la famosa pirámide kelseniana y aludir 
al fenómeno del entrelazamiento normativo. Bajo esta pers-
pectiva, la teoría del pluralismo jurídico tiene como base la 
idea de no considerar a las distintas normas del derecho 
internacional público, del derecho supranacional o del de-
recho estatal nacional, como parte de un ordenamiento ju-
rídico unitario, y por tanto, como ya se ha dicho, rechazan 
el paradigma de jerarquía como mecanismo que define la 
relación entre dichos ordenamientos.24 Esta idea, que se 
materializa con la existencia de cláusulas abiertas en las 
constituciones que favorecen la integración del orden cons-
titucional y el internacional --sobre todo en materia de de-
rechos humanos--, se ha extendido cada vez con más fuerza 
entre la doctrina y los integrantes de los tribunales, favore-
ciendo el diálogo jurisprudencial entre órganos jurisdiccio-
nales diversos. 

La presencia de contextos compartidos, como señala 
Rafael Bustos, también contribuye al diálogo entre los tribu-
nales. Y es que de la intensidad con que se compartan con-
textos dependerá la intensidad del diálogo, que depende de 

24	 Ibid., pp. 18-20.
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la forma y contenido del escenario de pluralismo en el que 
se desarrolle. El contexto común implica la necesidad de 
compartir una homogeneidad sustancial de fondo en cuanto 
a los principios inspiradores de los ordenamientos concu-
rrentes. Cuanto más intensa sea la imbricación entre ordena
mientos, de acuerdo con los planteamientos de Bustos,  más 
homogéneos deberán ser los principios, lo que no implica 
identidad o plena conformidad, pues se trata de ordena
mientos jurídicos autónomos.25 Por ello, una contribución 
evidente para que el diálogo sea posible es la existencia de 
normas de contención material entre los ordenamientos 
concurrentes. Estas normas aseguran:

[...] lo que Cruz ha denominado una metaconstitucionali­
dad recíproca, esto es una conexión de sentido de carácter 
básico entre los ordenamientos constitucionales concurren-
tes o lo que Rosenfeld denomina puntos de convergencia 
materiales, es decir, una suficiente comunidad de intereses 
o principios compartidos. Tienen, pues, razón, por una parte, 
Wiener cuando propone que “la posibilidad de interpreta-
ciones convergentes del significado de normas constitucio-
nales aumenta con el grado de interrelación entre normas 
constitucionales esenciales” y, por la otra, Walker al soste-
ner que los conflictos entre ordenamientos son irresolubles 
cuando afectan a elementos identitarios básicos de uno y no 
compartidos por el otro ordenamiento. En fin, es necesaria 
[…] la existencia de cláusulas que permitan una estabiliza­
ción constitucional recíproca.26

25	 R. Bustos Gisbert, op. cit., n. 15, pp. 44-45. 
26	 Idem. Bustos señala que quizá lo más relevante en este punto es “que, frecuente­

mente, uno de los resultados del diálogo sea la formulación de este tipo de normas. 
Ésta es, por otra parte, una circunstancia perfectamente explicable en la medida 
en que las dificultades para encontrar soluciones mutuamente compatibles entre 
dos ordenamientos en conflicto se asientan (sobre todo en el caso de los overlappings 
causados por la garantía de los derechos fundamentales) no tanto en una contra­
dicción literal entre normas, cuanto en la imposibilidad de resolver la contradic­
ción por vía interpretativa, porque tales normas responden a principios generales no 
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Otro de los elementos que favorecen el diálogo es la 
existencia de principios hermenéuticos que buscan ofrecer 
a las personas la protección más amplia. Flávia Piovesan 
refiere que el Sistema Interamericano revela permeabili-
dad27 y apertura al diálogo a través de las reglas de interpre-
tación del artículo 29 de la Convención Americana, con las 
que se pretende garantizar la primacía de la norma más be
néfica, más favorable y de mayor protección a las personas. 
Dado que los tratados de derechos humanos establecen pa-
rámetros mínimos de protección, pero no un techo máximo 
de salvaguarda de los derechos, la hermenéutica de los trata
dos de derechos humanos respalda el principio pro persona, 
fundado en la prevalencia de la norma más benéfica, como 
lo demuestra el artículo 23 de la Convención sobre la elimi-
nación de todas las formas de discriminación contra la mu-
jer, el artículo 41 de la Convención sobre los derechos del 
niño, el artículo 16, párrafo 2, de la Convención contra la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, y el artículo 4º, apartado 4, de la Convención sobre 
los derechos de las personas con discapacidad.28 En el ám-

compartidos. Cuando los principios jurídico-constitucionales en los que se encua­
dran las normas en conflicto son homogéneos entre sí las posibilidades de encon­
trar interpretaciones no excluyentes son, obviamente, mucho mayores. De este modo 
la construcción de este tipo de normas de conexión entre ordenamientos se convier­
te en un instrumento esencial para poder resolver problemas concretos”. 

27	 El término “permeabilidad”, que significa en sentido literal “penetrable” o “tras­
pasable”, a pesar de ser un concepto tomado de la biología para explicar lo social, 
“sirve como técnica de extrapolación y herramienta útil para interpretar el cambio 
de paradigma hacia un Estado no cerrado”. Esto implica, en sentido estrictamente 
jurídico que la permeabilidad debe ser entendida como la cualidad de un ordena­
miento de permitir la incorporación de principios y contenidos normativos prove­
nientes de otro régimen jurídico, lo que en definitiva representa un mecanismo de 
entrelazamiento normativo. Mariela Morales Antoniazzi, “El Estado abierto como 
objetivo del Ius constitutionale commune. Aproximación desde el impacto de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, en  H. Fix-Fierro et al., coords., op. cit., n. 
8, pp. 270-271. 

28	 Flávia Piovesan, “Ius constitutionale commune latinoamericano en derechos humanos 
e impacto del Sistema Interamericano: Rasgos, potencialidades y desafíos”, en ibid., 
p. 74. 



Colección de Textos sobre Derechos Humanos

24

bito nacional también se han incluido este tipo de princi-
pios a nivel constitucional y prueba de ello es el cambio 
que se dio en nuestro país al artículo primero, cuyo segun-
do párrafo señala actualmente que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia. Estas disposiciones obligan a los operadores 
jurídicos y, en particular, a quienes integran los órganos juris
diccionales, a buscar no sólo en las disposiciones naciona-
les e internacionales sino también en las interpretaciones a 
través de las cuales se precisan sus contenidos, las normas 
más benéficas, lo que facilita la disposición al diálogo juris-
prudencial. 

Uno más de los aspectos que también favorecen el diá-
logo jurisprudencial es que los tribunales cada vez utilizan 
con más frecuencia los mismos procesos analíticos al tratar 
los casos a los que se enfrentan. Por ejemplo, conceptos 
como ponderación, proporcionalidad o racionalidad, se 
presentan hoy en día como instrumentos interpretativos que 
se usan en las diversas jurisdicciones, por lo que puede ha-
blarse de la existencia de una base común en los procesos 
de análisis en los distintos órdenes jurisdiccionales. Ade-
más, la creación de organizaciones e instituciones internacio
nales que ofrecen y analizan distintos materiales jurídicos, 
el tratamiento que se da a estos materiales en las escuelas 
de derecho, así como la creciente accesibilidad a las deci-
siones de otras jurisdicciones y la creación de oficinas al 
interior de los tribunales que dan seguimiento a las deci-
siones de otros órganos jurisdiccionales son factores que 
también contribuyen a la creación de un diálogo jurispru-
dencial. 



Diálogo jurisprudencial y protección de los derechos humanos

25

V. El diálogo jurisprudencial  
con la corte interamericana  

de derechos humanos

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es, dentro 
del Sistema Interamericano, el órgano jurisdiccional cuyo 
objetivo es aplicar e interpretar la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. Se estableció el 18 de julio de 
1978, cuando entró en vigor el Pacto de San José. En sus pri
meros años, como señala Carlos María Pelayo, la Corte tuvo 
que enfrentar diversos problemas que hicieron lenta su con-
solidación. Por una parte “eran pocos los países que habían 
ratificado su competencia contenciosa; en segundo lugar, 
no contaba con casos contenciosos bajo su conocimiento, 
y finalmente, carecía de instalaciones adecuadas y personal 
para ejercer sus funciones”.29 En consecuencia, las esperan-
zas de que llegara a jugar un papel importante dentro del 
Sistema Interamericano eran pocas. Sin embargo, a pesar de 
lo que se pensaba en un inicio, la Corte fue consolidándose 
dentro del sistema y ganándose por sí misma una reputa-
ción como resultado de la calidad de su jurisprudencia.30 
Esto hizo que fueran cada vez más los países latinoamerica-
nos que aceptaran su competencia contenciosa y que el 
papel de este órgano jurisdiccional fuera adquiriendo ma-
yor preponderancia.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 52 del Pacto de San 
José, se compone de siete jueces, nacionales de los Estados 
miembros de la Organización de Estados Americanos, ele-
gidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad 
moral, de reconocida competencia en materia de derechos 

29	 Carlos María Pelayo Moller, Introducción al Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, 2011, p. 44. 
(Col. Sistema Interamericano de Derechos Humanos).

30	 Ibid., p. 45. 



Colección de Textos sobre Derechos Humanos

26

humanos y que reúnan las condiciones requeridas para el 
ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme 
a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que 
los proponga como candidatos. Estas exigencias en el perfil 
de quienes ocuparán un lugar en la Corte, han hecho que la 
calidad de sus jueces contribuya al prestigio de ese órgano 
jurisdiccional en el ejercicio de sus funciones. 

La Corte Interamericana tiene una competencia con-
sultiva y otra contenciosa: 

La primera, significa que los Estados parte pueden consultar 
a la Corte sobre la interpretación de la [Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos]; o bien sobre la compatibi-
lidad entre sus normas internas con la [Convención] y demás 
tratados que forman parte del sistema interamericano. La 
competencia contenciosa se refiere a la facultad de la [Corte 
Interamericana] para conocer de casos concretos de viola-
ción de derechos humanos que le sean sometidos por algún 
Estado o por la [Comisión Interamericana], que puede deri-
var en la producción de sentencias declarativas de violacio-
nes de derechos humanos y condenatorias a reparaciones. 
La solución de asuntos contenciosos se da con motivo de 
violaciones [al Pacto de San José], pero también por viola-
ciones a otros instrumentos internacionales del sistema inter
americano que abren la puerta a la competencia contenciosa 
de la [Corte Interamericana].31

Los fallos de la Corte son definitivos e inapelables y los 
Estados que participan en la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos se comprometen a cumplir, de 
acuerdo con el artículo 68 de este instrumento normativo, 
la decisión de ese órgano jurisdiccional en todo caso en 

31	 José María Serna de la Garza, Impacto e implicaciones constitucionales de la globalización 
en el sistema jurídico mexicano. México, Universidad Nacional Autónoma de México-
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2012, pp. 241-242. 
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que sean parte. Esto implica una predisposición al diálogo, 
pues los tribunales de los Estados que se han integrado al 
Sistema Interamericano deben tomar en consideración las 
resoluciones de la Corte. Y es que el diálogo debe tender a 
“mantener una cierta coherencia sustancial de sus jurispru­
dencias, impidiendo contradicciones y buscando interpreta
ciones convergentes, que permitan materializar el principio 
de equivalencia y suficiencia sustancial de los derechos”.32 
En este sentido, el diálogo puede ser considerado como una 
consecuencia natural, en primer lugar, por la prudencia de 
todo juzgador, que debe conocer la realidad normativa so-
bre la que opera, con mayor razón ante una pluralidad de 
ordenamientos diferentes entre sí; pero también por la di-
plomacia del órgano internacional que debe asegurarse 
normalmente del consentimiento mayoritario de los Esta-
dos, para garantizar el regular funcionamiento del tribunal 
y el cumplimiento efectivo de sus sentencias.33

No obstante lo anterior, el diálogo tiene particularida-
des que es importante señalar. Carlos Ayala Corao se refiere 
a los rasgos que caracterizan al diálogo jurisprudencial en-
tre los tribunales internacionales de derechos humanos y 
los tribunales nacionales, al indicar, en primer lugar, que 
éste puede diferenciarse de otro tipo de diálogos ya que en 
la interpretación de los derechos en general, los tribunales 
nacionales deben guiarse por el principio de armoniza-
ción, conforme a la interpretación dada por el tribunal in-
ternacional regional. Es por ello que puede afirmarse que 
los ordenamientos jurídicos internos deben regirse por el 
principio general de compatibilidad del acquis convention­
nel, constituido por la Convención Americana y por la juris-
prudencia de la Corte IDH.34 Se está entonces frente a: 

32	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 35. 
33	 J. García Roca, op. cit., n. 5, p. 207. 
34	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, pp. 35-36. 
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una interpretación secundum conventione que deben hacer 
los tribunales de derecho interno, para darle recepción a la 
interpretación de los derechos, conforme a la jurisprudencia 
internacional correspondiente. Por lo cual, se trata de un 
diálogo responsable y deferente de los tribunales de dere-
cho interno para con el tribunal internacional, intérprete 
auténtico y final de los derechos reconocidos en el tratado 
respectivo. Sin embargo, como diálogo responsable al fin, 
implica hablar responsablemente y que quien habla está 
también dispuesto a escuchar. De esta manera, los desarro-
llos jurisprudenciales de los tribunales constitucionales tam-
bién pueden ser tomados en cuenta y recibidos, conforme al 
principio de progresividad, por los tribunales internaciona-
les respectivos.35

Estos planteamientos ofrecen la idea de un diálogo bi-
direccional que tiene uno de sus fundamentos en lo que Gian­
carlo Rolla llama la formación de una tendencia favorable a 
instaurar entre los ordenamientos nacionales y supranacio-
nales un círculo virtuoso de recíproca influencia y de mu-
tuo enriquecimiento, susceptible de producir éxitos de gran 
relevancia tanto dogmática como práctica. Para este autor: 

En primer lugar, dicho proceso osmótico permite al derecho 
nacional especificar e implementar los estándares de tutela 
definidos en el ámbito internacional; al igual que atribuye al 
derecho internacional la potestad de ampliar las normas di-
rectamente aplicables por los jueces nacionales, vinculan-
tes a su vez para el legislador por su rango constitucional. Tal 
proceso tiene lugar asignando a las disposiciones de las 
convenciones internacionales la doble naturaleza de fuen-
tes productoras de normas internacionales y de normas 
constitucionales; lo que se determina, sobre todo, o bien al 
reconocer la aplicación directa de las convenciones sobre 
derechos fundamentales de la persona, o bien al aplicar el 
principio de que en caso de conflicto las normas internacio-

35	 Idem. 
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nales deben considerarse en cualquier caso prevalentes so-
bre las producidas por las fuentes primarias, sin necesidad 
de admitir en este último caso la aplicabilidad de las normas 
internacionales […] En segundo lugar, el mencionado pro-
ceso de ósmosis favorece la creación de un derecho común, 
utilizable tanto por los órganos supranacionales como por 
los nacionales, derecho común que constituye la base uni-
taria de la tutela de los derechos de la persona en un deter-
minado ámbito geográfico supranacional. Dicho resultado 
se alcanza tanto reconociendo las tradiciones constitucio-
nales de los concretos Estados, como haciendo referencia a 
las codificaciones internacionales y, sobre todo, a la interpre
tación que han dado de las mismas los jueces internaciona-
les […] Del conjunto de estos fenómenos deriva la formación 
de tradiciones constitucionales comunes capaces de homo-
geneizar los niveles de tutela de los derechos de la persona 
con independencia del ordenamiento estatal de referencia. 
Si, por un lado, los derechos fundamentales forman parte 
de los principios fundamentales del derecho [regional]; si 
—por otro lado— los derechos constitucionalizados por 
los concretos ordenamientos concurren en la definición 
de las tradiciones constitucionales comunes, de ahí se dedu-
ce que los niveles constitucionales de tutela tienden a ho-
mogeneizarse y, al mismo tiempo, a enriquecerse. En efecto, 
se ofrece al ciudadano la posibilidad de acudir a una doble 
jurisdicción: dirigiéndose al juez nacional para solicitar la 
aplicabilidad de una norma de derecho internacional; o 
bien, recurriendo ante el juez internacional para que com-
pela al propio Estado a dar aplicación a sus obligaciones 
internacionales […] Una tercera consecuencia conectada 
con la formación de un ius commune en materia de dere-
chos fundamentales, está constituida por la ampliación del 
catálogo de los derechos reconocidos en el ámbito nacio-
nal, tanto por vía normativa como jurisprudencial.36

36	 Giancarlo Rolla, Derechos fundamentales, Estado democrático y justicia constitucional. Mé­
xico, Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2002, pp. 86-92. 
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Las ideas de Rolla nos hacen ver que las influencias 
entre ambas jurisdicciones existen y que, bajo determina-
das condiciones, sería deseable que aumentaran. Podría 
pensarse entonces que la imagen más apropiada para repre-
sentar la forma en que se desarrollan las relaciones entre las 
normas que se deducen de la interpretación de los instru-
mentos nacionales e internacionales que protegen derechos 
humanos, es la de un círculo que se va remarcando y agran-
dándo. Puede discutirse si la influencia resulta ser mayor de 
un lado o de otro, pero en cualquier caso, lo que importa es 
que la imagen del círculo puede ser la más fiel descrip-
ción de un estado de cosas que parece estar en continuo 
movimiento. Es verdad que las interpretaciones en ciertas 
materias son divergentes; sin embargo, esto no hace sino 
confirmar que, a pesar de que parte de los ordenamien-
tos comparten un cierto patrimonio común, todavía existen 
importantes discrepancias en cuanto a la dirección y senti-
do que se atribuyen a ciertos cuerpos legislativos. Es por ello 
que en ocasiones la Corte Interamericana, en cuestiones 
espinosas o sujetas a debate de naturaleza ético-social, ma-
nifiesta una notable cautela, pues sus integrantes están 
conscientes de las divisiones y de los conflictos existentes 
en el tejido social de los países que forman parte del siste-
ma. Pero al mismo tiempo, la jurisprudencia del sistema 
interamericano no cesa en sus intentos de sembrar en los 
Estados nacionales algunas semillas que, cultivadas ade-
cuadamente, puedan hacer posible de manera gradual cier-
tos cambios al interior de las culturas tradicionales para dar 
pie a la convergencia entre tradiciones constitucionales di-
versas.37

Así, el diálogo se presenta como una especie de esca-
lera que puede recorrerse hacia arriba y hacia abajo. Por un 

37	 Estos planteamientos pueden encontrarse, referidos al caso europeo, en Antonio 
Ruggeri, “Crisi dello Stato nazionale, dialogo intergiurisprudenziale, tutela dei 
diritti fondamentali: notazioni introduttive”, Consulta OnLine, 2015, passim, dispo­
nible en http://www.giurcost.org. Fecha de consulta: 15 de agosto de 2015. 
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lado, las tradiciones constitucionales nacionales se llevan 
hacia arriba hasta convertirse en “comunes” a través de ori-
ginales selecciones y reelaboraciones; pero por otro lado, 
estas mismas tradiciones, una vez que se transforman en 
derecho interamericano viviente, regresan a los ámbitos na-
cionales de los que provinieron, ofreciéndose como instru-
mentos para “remozar” las tradiciones nacionales y colaborar 
en su mutua convergencia, tornándose disponibles para 
ascender de nueva cuenta. Estas influencias mutuas, sin em-
bargo, sólo pueden llegar a buen término si la Corte Intera-
mericana no “sofoca” las “tradiciones constitucionales” que 
tienen características profundamente diversas y, además, 
salvaguardando la libre autodeterminación de las autorida-
des nacionales. Por ello, muchas veces se adoptan senten-
cias “abiertas”, o podríamos decir, dúctiles, que se abren a 
formas variadas y significativamente diversificadas, de im-
plementación interna.38

Hay que señalar también que, como menciona Ayala 
Corao, el fenómeno del diálogo jurisprudencial entre el tri-
bunal internacional regional de derechos humanos y un tribu
nal nacional, tiene una naturaleza diferente a la ejecución 
o cumplimiento de las sentencias internacionales a cargo 
del Estado parte que resulta condenado. Esto pues:

En este último supuesto, se trata de una obligación jurídica 
específica, que tiene una base convencional expresa y se 
circunscribe por tanto, al cumplimiento de lo dispuesto en 
una sentencia específica en cuyo proceso el Estado fue parte 
y resultó condenado a adoptar medidas específicas como 
parte de una restitutio in integrum. Es decir, el cumplimiento 
o ejecución de una sentencia por el Estado condenado en el 
proceso internacional, se refiere a los efectos directos de la 
cosa juzgada material y formal.39

38	 Idem. 
39	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, pp. 36-37.
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No obstante, esto implica, como señala el propio Car-
los Ayala, que la interpretación del tratado que ofrece el 
tribunal internacional en esa sentencia, contiene el criterio 
de autoridad con efectos erga omnes, que debe ser acogido 
por todos aquellos Estados que sean parte del instrumento 
y particularmente los sujetos a su jurisdicción. Además, res-
pecto a los Estados que no son parte, las interpretaciones de 
los derechos realizadas por los tribunales internacionales, 
también son fuente auxiliar, como criterios interpretativos 
que deben tomarse en consideración. Esto quiere decir que 
las interpretaciones de los derechos convencionales reali-
zadas en la sentencia internacional, tienen efectos generales 
que van más allá del fallo, tanto respecto al Estado impli
cado como respecto a terceros Estados. Así que la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos no sólo realiza una 
función individual crucial de protección a la víctima, sino 
que además cumple una función de proteger el interés ge-
neral de naturaleza colectiva para el sistema, con una fun-
ción preventiva.40

La interpretación de los derechos reconocidos en las 
normas del Sistema Interamericano que realiza la Corte In-
teramericana se convierte en un elemento fundamental en 
el diálogo con los tribunales nacionales, pues constituye una 
interpretación autorizada a tomar en cuenta por todos los 
órganos de los Estados, incluidos sus tribunales. De hecho, 
en el caso de las sentencias internacionales, su fuerza obliga
toria se encuentra dada por el texto de las disposiciones in-
ternacionales, por lo que la eficacia de las interpretaciones 
de esas normas de textura abierta sobre los derechos, reali-
zada por los tribunales internacionales respectivos, termina 
teniendo el valor de norma interpretada.41 Esto tiene gran 
importancia en la medida que a partir de esa fuerza de las 
sentencias se produce un efecto armonizador sobre los or-

40	 Idem. 
41	 Ibid., pp. 38-42. 
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denamientos jurídicos nacionales; sin embargo, no se trata de 
construir un concepto unificador por unificador en sí mis-
mo, pues como señala Ayala, este proceso debe ser resulta-
do de la evolución de un pluralismo constitucional que 
parte de la doctrina ha referido como un nuevo constitucio-
nalismo en red. Esto significa que ni el tribunal nacional ni 
el internacional se encuentran en una posición más libre el 
uno que el otro al momento de sentenciar, ya que ambos 
deben responder a los principios contenidos en los valo-
res de los derechos compartidos por las constituciones y los 
tratados, sólo que la última interpretación (autorizada) de 
los derechos convencionales es la realizada por la Corte 
Interamericana. Lo que se busca finalmente es una integra-
ción de los derechos, en la que el tribunal internacional en 
cierta forma guía la interpretación que hacen los tribunales 
nacionales para buscar un espacio común de los derechos 
que contenga los mínimos definidos por la Corte de San 
José, más allá de los cuales las jurisdicciones nacionales 
proyectan sus interpretaciones siempre conforme al prin
cipio de progresividad.42 Esta expansión de los mínimos 
comunes encuentra un cauce importante en el diálogo ju-
risprudencial, pues con él “cada vez más los jueces nacio-
nales le dan un efecto directo a las interpretaciones del 
tribunal internacional de derechos humanos”. Y esto, a su 
vez, ha sido facilitado por la labor de los tribunales interna-
cionales, los cuales han desarrollado una tendencia juris-
prudencial que vincula no sólo al “Estado” en general, sino 
al “juez” en concreto, para que aplique la norma conven-
cional de derechos humanos en los términos interpretados 
internacionalmente.43 

42	 Idem. 
43	 Idem. 
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VI. Algunos ejemplos  
del diálogo jurisprudencial  

en el sistema interamericano

El diálogo entre la Corte Interamericana y las jurisdicciones 
nacionales ha avanzado progresivamente hasta el punto de 
que hoy en día la recepción de la jurisprudencia interame-
ricana por parte de la mayoría de los Estados parte de la Con
vención Americana sobre Derechos Humanos es un hecho. 
Sin embargo, este proceso no ha sido fácil, pues muchas 
veces los tribunales nacionales se resisten a la justicia inter-
nacional, debido a una gran variedad de factores gnoseoló-
gicos de falta de información, psicológicos, así como de 
inadaptación, incomprensión, hedonismo y narcisismo, 
además de los ideológicos políticos relativos al techo de la 
soberanía nacional.44

Pero a pesar de esos obstáculos, el diálogo entre estas 
dos jurisdicciones ha ido tomando cada vez mayor protago-
nismo, lo que ha permitido a la doctrina hablar del camino 
hacia la concreción y evolución de un “Derecho común 
latinoamericano”. La Corte Interamericana asume un papel 
fundamental en este proceso no sólo por la inserción de su 
jurisprudencia en la consolidación de este derecho común, 
sino por los efectos que sus decisiones tienen en escenarios 
institucionales y en procesos socio-políticos.45

Si nos referimos al diálogo jurisprudencial, producto 
de la interacción en un modelo coevolutivo entre tribu
nales,46 la Corte Interamericana ha encontrado canales de 

44	 Ibid., pp. 52-56. Al hacer estos planteamientos Ayala Corao retoma los argumen­
tos contenidos en Néstor Pedro Sagüés, Derecho Procesal Constitucional. Logros y obstá-
culos. Buenos Aires, Editorial Ad-Hoc, 2006, pp. 247 ss. 

45	 Óscar Parra Vera, “El impacto de las decisiones interamericanas. Notas sobre la 
producción académica y una propuesta de investigación en torno al “empodera­
miento institucional”, en H. Fix-Fierro, A. Von Bogdandy y M. Morales Antonia­
zzi, coords., op. cit., n. 8, p. 384. 

46	 La expresión puede encontrarse en Manuel Góngora Mera, “Interacciones y con­
vergencias entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los tribunales 
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comunicación importantes con los Estados del Sistema. 
Prueba de ello es la recepción por parte del Tribunal Cons-
titucional peruano de la jurisprudencia internacional y, en 
concreto de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos. Este órgano jurisdiccional, en el caso Arturo Castillo Chi­
rinos47 señaló que existe una identidad nuclear sustancial 
compartida por el constitucionalismo y el sistema internacio
nal de protección de los derechos humanos que se encuen-
tra en “la convicción jurídica del valor de la dignidad de la 
persona humana a cuya protección y servicio se reconduce, 
en última y definitiva instancia, el ejercicio de todo poder. 
De esta forma, el Tribunal asume que la interpretación de 
los derechos humanos por los tribunales internacionales es 
un “mínimo indispensable”, y la recepción de esa jurispru-
dencia se fundamenta en una relación de cooperación para 
lograr la interpretación más favorable de los derechos.48

Con un ánimo abierto también al diálogo con la Corte 
Interamericana ha trabajado la Corte Constitucional en Co-
lombia. Este órgano jurisdiccional encuentra con la Corte 
de San José diversas convergencias de tipo horizontal y ver-
tical. Manuel Eduardo Góngora Mera señala al respecto 
que una convergencia de tipo vertical puede iniciarse a tra-
vés de una sentencia relevante de la Corte Constitucional, a 
través de la cual se reconoce el valor normativo de un es-

constitucionales nacionales: un enfoque coevolutivo”, en Armin von Bogdandy, 
Flávia Piovesan y Mariela Morales Antoniazzi (coords.), Estudos avançados de Direi-
tos Humanos. Democracia e integraçao jurídica: Emergência de un novo direito público. Río 
de Janeiro, Elsevier, 2013, pp. 312 ss. 

47	 Con esta sentencia el Tribunal Constitucional resolvió declarar nula la Resolu­
ción 156-2005-JNE del Jurado Nacional de Elecciones, mediante la cual declaró 
la vacancia en el cargo de alcalde de la municipalidad provincial de Chiclayo a 
Arturo Castillo Chirinos, a sabiendas de que el máximo órgano de justicia ordina­
ria de Perú aún no se había pronunciado en última instancia, en un proceso penal 
seguido en su contra. Consecuentemente, se declaró fundada la demanda de am­
paro interpuesta, en razón de que la Junta no tuvo en cuenta que no bastaba la exis­
tencia de una sentencia penal condenatoria, sino que, además, era necesario que 
ésta hubiera alcanzado firmeza, esto es, que hubiera pasado en autoridad de cosa 
juzgada. La resolución está disponible en www.tc.gob.pe.

48	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 58. 
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tándar judicial interamericano en un asunto constitucional 
concreto. Éste es “el caso típico de diálogos jurisprudencia-
les sobre derechos implícitos como los derechos de las víc-
timas (justicia, verdad y reparación), pero también de otros 
derechos donde la Corte Interamericana ha fijado estánda-
res regionales (por ejemplo, la libertad de expresión o el 
derecho al debido proceso)”.  Este tipo de sentencias tienen 
la virtud de abrir la puerta a la recepción nacional de la ju-
risprudencia interamericana en casos similares. 49

Un ejemplo en este sentido es, como indica el propio 
Góngora Mera, la sentencia C-228 de 2002, en la cual la Cor­
te Constitucional colombiana estableció que, de acuerdo 
con los desarrollos recientes del derecho internacional, la 
sola indemnización por daños sufridos resultaba insuficien-
te para las víctimas y las partes afectadas, pues la verdad y la 
justicia también son aspiraciones legítimas de las víctimas 
de violaciones de derechos humanos. Esta sentencia signi-
ficó un cambio de línea jurisprudencial, pues la Corte había 
sostenido (sentencia C-293 de 1995) que el interés de las 
víctimas en el marco de procedimientos penales era mera-
mente económico. Para mantener este cambio de criterio, 
la Corte Constitucional argumentó que la modificación de 
su jurisprudencia no tenía nada que ver con una mutación 
en la opinión de los jueces nacionales, sino con la evolu-
ción del derecho internacional de los derechos humanos y, 
en particular, con las recientes decisiones de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos. La sentencia C-228 de 
2002, de esta forma, reconoció la relevancia de los estánda-
res interamericanos en la materia y abrió la recepción de la 

49	 Manuel Eduardo Góngora Mera, “Diálogos jurisprudenciales entre la Corte In­
teramericana de Derechos Humanos y la Corte Constitucional de Colombia: una 
visión coevolutiva de la convergencia de estándares sobre derechos de las víctimas”, 
en Armin von Bogdandy, Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Mariela Morales Anto­
niazzi, coords., La justicia constitucional y su internacionalización ¿Hacia un ius constitutio-
nale commune en América Latina? t. II. México, Universidad Nacional Autónoma de 
México-Max-Planck-Institut für ausländisches öffentliches Recht und Völkerre­
cht-Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, 2010, p. 408. 
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jurisprudencia interamericana sobre los derechos de justi-
cia, verdad y reparación de las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, lo que cobraría importancia poco tiem-
po después, cuando el tema de la justicia transicional surgió 
con fuerza en la agenda colombiana.50

 La convergencia puede iniciar también a iniciativa de 
la Corte Interamericana, con una “sentencia de persuasión” 
en la que la Corte fija su posición y expone sus argumentos 
sobre un debate a nivel nacional y de este modo trata de te
ner cierto influjo sobre los actores políticos locales o sobre 
la propia Corte Constitucional.51 Un ejemplo de sentencia 
de persuasión es el Caso de los 19 comerciantes vs. Colom­
bia.52 Con esta resolución, la Corte Interamericana conde-
nó a Colombia, en varios casos, por acciones y omisiones de 
sus agentes por aquiescencia en crímenes perpetrados por 
grupos paramilitares que tomaron parte en un proceso de 
negociación y desmovilización. En este caso el órgano ju-
risdiccional interamericano encontró responsable al Estado 

50	 Ibid., p. 409. La Corte Colombiana señaló al respecto en la sentencia C-228 lo 
siguiente: “ha habido un cambio en la concepción del referente normativo, en par­
ticular, en el derecho internacional de los derechos humanos. Para 1995, fecha en 
que se produjo la mencionada sentencia [C-293 de 1995], aún no se había crista­
lizado la tendencia del derecho internacional —en especial en el derecho de los de­
rechos humanos del sistema interamericano— hacia una protección amplia de los 
derechos de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos. En el año 
2001, la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que las medidas legis­
lativas que impidieran a las víctimas de violaciones de derechos humanos, cono­
cer la verdad de los hechos, resultaban contrarias a la Convención Americana de 
Derechos Humanos. Como quiera que según el artículo 93 constitucional, ‘los dere­
chos deben ser interpretados de conformidad con los tratados internacionales so­
bre derechos humanos ratificados por Colombia’, es necesario que la doctrina de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sea valorada por la jurispruden­
cia de la Corte Constitucional. A ello se suman los factores internacionales mencio­
nados en el apartado 4.2 de esta providencia que reflejan una concepción amplia 
de los derechos de las víctimas y los perjudicados”. 

51	 Idem. En contraste a las convergencias verticales, Góngora Mera señala que las ho­
rizontales pueden darse como productos de procesos de difusión normativa que 
inciden en ambas cortes de manera relativamente independiente, y que producen 
tendencias similares en su jurisprudencia. 

52	 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 5 de julio de 2004. 
Serie C, núm. 109. 
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colombiano por violaciones al derecho a la vida, que se atri
buyeron a los grupos paramilitares que operaban dentro de 
su jurisdicción. En este contexto, a manera de mensaje diri-
gido a los actores políticos, la Corte Interamericana le re-
cordó al Estado colombiano que la obligación que tenía de 
investigar debía cumplirse de manera objetiva y asumida 
como una obligación legal esencial, y no simplemente co
mo una mera formalidad condenada de antemano a ser in-
fructuosa.53

Éstos son algunos ejemplos de la forma en que en Co-
lombia se da el diálogo entre jurisdicción nacional y juris-
dicción interamericana. Dicho diálogo ha alcanzado niveles 
importantes y un dato empírico que puede servir como 
ejemplo elocuente sobre ello es que la Sentencia C-370 de 
2006 dictada por la Corte Constitucional dedica 28 de sus 
472 páginas a incorporar los estándares más importantes de 
la Corte Interamericana en la resolución.54

En Argentina, ya desde 1995, la Corte Suprema de Jus-
ticia, en el caso Giroldi Horacio David y otro55 estableció 
que la jurisprudencia de la Corte Interamericana debería 
servir como guía para la interpretación de las normas de la 
Convención Americana sobre Derechos humanos, pues el 
Estado argentino había aceptado la competencia de ese ór-
gano jurisdiccional para conocer todos los casos relativos a 
su interpretación y aplicación.56 Esta tendencia continuaría 
y en el año 2005 la Corte Suprema pronunciaría un fallo 
emblemático en el caso Verbitsky, en el que conoció de un 
habeas corpus y estableció estándares mínimos sobre las 
condiciones de detención y prisión preventiva en comisa-
rías y cárceles.57 Como señala Mariela Morales: 

53	 M. E. Góngora Mera, op. cit., n. 49, pp. 410-411.  
54	 Ibid., p. 414. 
55	 Sentencia de 7 de abril de 1995. 
56	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 58.
57	 Sentencia de 3 de mayo de 2005. 
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En su decisión, en el apartado titulado “IX. Adolescentes y 
enfermos en dependencias policiales, y la jurisprudencia 
internacional”, la [Corte Suprema de Justicia de la Nación] 
dedica los fundamentos 43 a 47 a explicar los estándares del 
Tribunal de San José en cuanto al alcance del artículo 5 de 
la Convención Americana y las obligaciones para los esta-
dos de salvaguardar la dignidad humana de las personas 
privadas de libertad, máxime respecto a los adolescentes.58

Esta causa fue histórica pues  mediante un habeas cor­
pus colectivo, el máximo tribunal argentino obligó a la Su-
prema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires y a 
los tribunales inferiores de esa localidad a revisar las medi-
das de privación de la libertad dispuestas y a llevar a cabo 
un seguimiento periódico de la situación carcelaria.59 En 
otros casos como Arancibia Clavel, Enrique Lautaro,60 la 
Corte argentina aplicó los precedentes de la jurisprudencia 
interamericana sobre la imprescriptibilidad de los crímenes 
graves contra los derechos humanos, para dejar sin efecto 
las sentencias de instancia que habían declarado la pres-
cripción de esos crímenes cometidos durante la dictadura 
militar.61 De esta forma, algunos fallos de la Corte Suprema 
de Justicia, incluso en las opiniones de sentencia de algu-
nos de sus jueces:

[...] se han referido a la jurisprudencia de la Corte [Interame-
ricana] como “guía para la interpretación” (caso Portal de 
Belén vs. Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación) o 
como “imprescindible pauta de interpretación” (caso Vide­
la, Jorge Rafael), con ocasión de un importantísimo inciden-
te de excepción de cosa juzgada y falta de jurisdicción en el 
caso, que terminó declarando la inconstitucionalidad par-

58	 M. Morales Antoniazzi, op. cit., n. 27, pp. 285-286.  
59	 Idem. 
60	 Sentencia de 24 de agosto de 2004. 
61	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 61.
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cial del decreto de indulto presidencial de crímenes de lesa 
humanidad, invocando para ello el caso Barrios Altos vs. 
Perú. [Asimismo] con relación a la impunidad de los delitos 
de lesa humanidad cometidos durante la dictadura argenti-
na, la Corte Suprema de Justicia en el caso Simón, Julio Héc­
tor y otros declaró la inconstitucionalidad de la Ley de Punto 
Final y la Ley de Obediencia Debida, con fundamento y 
referencia expresa a la jurisprudencia de la Corte [Interame-
ricana de Derechos Humanos], en virtud de que la misma 
constituye una “pauta imprescindible de interpretación”, 
que resulta “imperativa” aplicar.62

Chile es otro país en el que el diálogo jurisprudencial 
con la Corte Interamericana se ha hecho presente. En el caso 
Manuel Tomás Rojas Fuentes63, la Corte  Suprema de Justicia 
chilena calificó de obligatorio el derecho internacional de 
los derechos humanos, a fin de declarar que era inadmisible 
la prescripción cuyo fin fuera impedir la investigación y san
ción de los responsables de violaciones graves de los dere-
chos humanos.64 Otro caso en el que puede apreciarse el 
recurso al diálogo con la Corte Interamericana en Chile es 
la sentencia que pronunció el Tribunal Constitucional en el 
caso sobre un requerimiento de inaplicabilidad deducido 
por Silvia Peña Wasaff respecto del artículo 38 ter de la Ley 
No. 18.933, conocida como Ley de Isapres, en recurso de 
protección contra Isapre ING Salud S.A., en relación con el 
aumento de precio, por razones de edad o sexo, en el plan 
de salud de la Isapre de la requirente.65 El Tribunal Constitu-
cional chileno declara en esta sentencia que “el deber de 
los particulares de respetar y promover los derechos inheren

62	 Ibid., p. 62. 
63	 Sentencia de 13 de marzo de 2007. 
64	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 61.
65	 Sentencia de 26 de junio de 2008. Un interesante análisis de esta decisión puede 

encontrarse en Gonzalo Aguilar Cavallo, “Principio de solidaridad y derecho pri­
vado: comentario a una sentencia del Tribunal Constitucional”, Ius et Praxis, vol. 
14, núm. 2, 2008, pp. 593-610. 
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tes a la dignidad de la persona persiste, inalterado, en las 
relaciones convencionales entre privados cualquiera sea su 
naturaleza”. Y es que para el Tribunal chileno, “sostener lo 
contrario implicaría admitir la posibilidad de que, invocan-
do la autonomía de la voluntad, tales derechos y, a su vez, 
la dignidad de la persona, pudieran ser menoscabados o 
lesionados en su esencia”. Para llegar a este razonamien-
to, como indica Aguilar Cavallo66, el Tribunal Constitucional 
parece seguir, aunque no lo haga expresamente, las ense-
ñanzas provenientes de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos expresada en su Opinión Consultiva sobre 
la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocu-
mentados.67 

Por su parte, el Tribunal Constitucional peruano tam-
bién ha volteado la mirada hacia el trabajo de la Corte Inte-
ramericana, cuando declaró vulnerado el derecho al honor 
de la comunidad nativa Sawawo Hito 40 por las expresio-
nes desproporcionadas emitidas por el director del semana-
rio El Patriota68, al calificar la actitud de la comunidad 
indígena permisiva a la tala ilegal de árboles como contu-
bernio o complicidad, pues se hubieran podido emplear 
términos menos graves para expresar el mensaje comuni-
cativo o denuncia periodística.69 Si bien en la doctrina se 
cuestiona la sentencia, 

66	 Ibid., p. 603. 
67	 Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, Serie A, núm. 18, 

par. 140. En esta Opinión Consultiva la Corte Interamericana señaló que: “En 
una relación laboral regida por el derecho privado, se debe tener en cuenta que 
existe una obligación de respeto de los derechos humanos entre particulares. Esto 
es, de la obligación positiva de asegurar la efectividad de los derechos humanos 
protegidos, que existe en cabeza de los Estados, se derivan efectos en relación con 
terceros (erga omnes). Dicha obligación ha sido desarrollada por la doctrina jurídica 
y, particularmente, por la teoría del Drittwirkung, según la cual los derechos fun­
damentales deben ser respetados tanto por los poderes públicos como por los par­
ticulares en relación con otros particulares”.

68	 Sentencia 04611-2007-PA/TC. 
69	 M. Morales Antoniazzi, op. cit., n. 27, p. 284.  
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[...] el Tribunal sostiene que un periodismo serio es el susten-
to de una sociedad democrática e insiste en el estándar inte-
ramericano al citar la Opinión Consultiva OC-5/85 de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre la cole-
giación obligatoria de periodistas, y además adopta la línea 
de la jurisprudencia de las reparaciones inmateriales de la 
Corte [Interamericana], tales como el envío de una carta 
notarial de desagravio a la comunidad nativa y su publica-
ción en el diario de mayor circulación en la región, a la vez 
que ordenó la publicación de un suplemento especial rela-
tivo al caso.70

Estos casos demuestran cierta apertura al diálogo con 
la Corte Interamericana; sin embargo, existen experiencias 
en las que los avances se dan de manera más tímida. Uno 
de ellos es el caso brasileño, cuyo Supremo Tribunal Fede-
ral, como señala Mariela Morales Antoniazzi, muestra cier-
ta permeabilidad hacia la recepción de estándares 
internacionales, incluso fundando sus decisiones con base 
en precedentes de otros órganos jurisdiccionales (como la 
Suprema Corte de los Estados Unidos o el Tribunal Consti-
tucional Federal alemán), pero refleja una postura conserva-
dora frente a la Corte Interamericana, mostrando interés en 
preservar su autoridad y una actitud no dialógica, que pue-
de interpretarse como la negación a tomarse en serio la ju-
risprudencia de los tribunales supranacionales a cuya 
jurisdicción está sometido Brasil.71

70	 Idem. 
71	 Ibid., p. 287. Mariela Morales refiere, sin embargo, que en ocasiones han existido 

casos interesantes que muestran cierta apertura al diálogo por parte de la jurisdic­
ción brasileña. Al respecto señala que: “Un caso de diálogo interesante [es] la decla­
ratoria de inconstitucionalidad del art. 2º, párrafo 1º de la Ley 8072/90 (Lei dos 
Crimes Hediondos) por parte del Supremo Tribunal Federal, aludiendo una nue­
va interpretación del principio de individualización de la pena y privilegiando la 
resocialización del recluso, invocándose el contenido de la [Convención America­
na sobre Derechos Humanos] en su artículo 5º, incisos 2 y 6, para afianzar el argu
mento de la función de la pena privativa de libertad”. 
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Si estos casos muestran la recepción por parte de los 
tribunales nacionales de las resoluciones de la Corte Intera-
mericana, también existen ejemplos importantes en sentido 
inverso. En el caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile,72 la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, al analizar la alega-
da confusión de roles que podría producirse en las hijas de 
Karen Atala Riffo por convivir con su madre y su pareja, re-
currió a la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de nues
tro país que recayó en la Acción de Inconstitucionalidad 
2/2010 sobre el derecho de las parejas homosexuales a adop­
tar menores de edad, para determinar que la heterosexuali-
dad no garantiza que un menor pueda vivir en condiciones 
óptimas para su desarrollo, pues todas las formas de familia 
tienen ventajas y desventajas y cada familia tiene que ana-
lizarse no lo particular. Esta misma resolución fue empleada 
por la Corte Interamericana para dejar claro que la orienta-
ción sexual de una persona, como parte de su identidad per
sonal, es un elemento relevante en el proyecto de vida que 
tenga y que, como cualquier persona, incluye el deseo de 
tener una vida en común con otra persona de igual o distin-
to sexo. Además, el órgano jurisdiccional interamericano 
también hizo referencia, entre otras decisiones de la Corte 
Constitucional de Colombia, a la sentencia T-499 de 2003, 
en la que se determinó que la vida efectiva con un cónyuge 
o compañero(a) permanente, dentro de la que se encuen-
tran, lógicamente, las relaciones sexuales, es uno de los as-
pectos principales del círculo de la intimidad. Es evidente 
entonces, que en este caso la Corte Interamericana toma en 
cuenta las resoluciones de tribunales nacionales, para con-
figurar una decisión que, posteriormente, se convertiría en 
estándar interamericano.

72	 Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 
239. Este caso se refiere a la responsabilidad por parte de Chile debido al trato 
discriminatorio y la interferencia arbitraria en la vida privada y familiar de Karen 
Atala Riffo, debido a su orientación sexual, en el proceso judicial que resulto en el 
retiro del cuidado y custodia de sus hijas. 
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Otros temas en los que la Corte Interamericana recu-
rre a sentencias de órganos jurisdiccionales nacionales son 
el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos,73 en el 
cual se hace referencia a las decisiones tomadas por la Cor-
te Suprema de Justicia del Perú, el Tribunal Constitucional 
de Perú, el Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela y la 
Corte Constitucional de Colombia; o el caso Gelman vs. Uru­
guay,74 en el que para demostrar el carácter vinculante que 
se ha dado a las sentencias de la Corte Interamericana, ésta 
hizo referencia a resoluciones de la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación de Argentina, el Tribunal Constitucional de 
Bolivia, la Corte Constitucional de Colombia, la Sala Cons-
titucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de México y la Cor-
te Suprema de Justicia de Panamá, entre otros órganos juris-
diccionales.75

Los casos señalados son sólo algunos ejemplos de la 
manera en que está tomando forma el diálogo entre la Cor-
te Interamericana y algunos tribunales nacionales. Desde 
luego, ese proceso dialógico sigue en construcción y en par-
te sus alcances están aún por definirse; sin embargo, una 
constante entre los Estados que forman parte del Sistema In­
teramericano es que cuando se recurre al diálogo con la 
Corte Interamericana los estándares de protección de los 
derechos se elevan y la argumentación de los órganos juris-
diccionales de carácter nacional se fortalece, lo que a su 
vez sirve para mejorar las resoluciones del órgano jurisdic-

73	 Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de no­
viembre de 2009. 

74	 Supervisión de cumplimiento de sentencia. Resolución de 20 de marzo de 2013.  
75	 Incluso algunos jueces de la Corte Interamericana, en sus votos particulares o con­

currentes, recurren a las sentencias de tribunales nacionales para dar fuerza a sus 
argumentos. Tal es el caso, por ejemplo, del Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor, que 
en el voto concurrente que acompañó a la resolución del caso Rodríguez Vera y otros 
(desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia, a fin de señalar el reconocimiento que 
se ha dado al derecho a la verdad por parte de algunos tribunales constitucionales, 
refirió sentencias de la Corte Constitucional de Colombia, de la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de México y del Tribunal Constitucional del Perú. 
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cional interamericano en aquellos casos en que recurre a la 
jurisprudencia nacional para dictar sus sentencias.

VII. Los tribunales mexicanos  
en el modelo dialógico

Los tribunales de nuestro país se han ido integrando paula-
tinamente al diálogo jurisprudencial con la Corte Interameri­
cana y, a través de sus resoluciones, han definido los alcances 
de esta práctica. Un ejemplo de recepción genérica, apli-
cando los principios establecidos en la jurisprudencia inte-
ramericana lo constituye el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano, interpuesto 
por Jorge Hank Rhon, contra la sentencia dictada por el Tri­
bunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de 
Baja California.76 En este caso, entre los argumentos para dar 
fuerza a su sentencia, el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación tomó argumentos que la Corte Interameri-
cana utilizó en el caso Yatama vs. Nicaragua77, a fin de se-
ñalar que las restricciones en el ejercicio de los derechos 
políticos debe basarse en criterios razonables, así como aten
der a un propósito útil y oportuno que sea necesario para 
satisfacer un interés público imperativo, además de ser pro-
porcional a ese objetivo. También usó los argumentos conte­
nidos en esta sentencia para dejar claro que la regulación del 
ejercicio de los derechos políticos y su aplicación deben 
ser acordes al principio de igualdad y no discriminación, y 
que los Estados deben adoptar las medidas necesarias para 
garantizar su pleno ejercicio, de conformidad con lo es
tablecido en la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos. En dicha sentencia, se citaron además casos de la 

76	 SUP-JDC-695/2007. 
77	 Sentencia de 23 de junio de 2005, Serie C, núm. 127, pár. 206. 
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Corte Interamericana para aludir a principios generales que 
rigen en el sistema interamericano como Garrido y Baigorria 
vs. Argentina; Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia; Bae­
na Ricardo y otros vs. Panamá; Caballero Delgado y Santana 
vs. Colombia; Durand y Ugarte vs. Perú; Velásquez Rodrí­
guez vs. Honduras, y Godínez Cruz vs. Honduras.78

Si la sentencia señalada fue dictada por el Tribunal 
Electoral, no debe olvidarse que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación desde hace ya varios años también ha invoca-
do en la fundamentación de sus decisiones, la jurispruden-
cia de la Corte Interamericana. Un ejemplo de ello es el 
amparo en revisión 173/2008, en el que se trató la constitu-
cionalidad de las restricciones que el Estado puede imponer 
al ejercicio de la profesión médica. En esa sentencia la Su-
prema Corte reafirmó la preferencia del derecho a la salud 
sobre la libertad de la profesión médica mediante un test de 
proporcionalidad, invocando los casos Ximenes Lopes vs. 
Brasil79 y Albán Cornejo vs. Ecuador.80Tomando en cuenta 
estas resoluciones, la Corte argumentó que la restricción de 
trabajo de los médicos a fin de garantizar el derecho a la 
salud, no sólo era útil para este último fin, sino que también 
era necesaria para establecer un mínimo de calidad para 
lograr una efectiva protección. Asimismo, se señaló que se 
requería de la formación de un orden normativo que res-
petara y garantizara efectivamente el ejercicio de sus dere-
chos, y la supervisión eficaz y constante sobre la prestación 
de los servicios de los que dependen la vida y la integri-
dad de las personas.81 

78	 Véase C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 59.
79	 Sentencia de 4 de julio de 2006, Serie C, núm. 149, pár. 99. 
80	 Sentencia de 22 de noviembre de 2007, Serie C, núm. 171, pár. 121. 
81	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 60. En esta sentencia se expresa también el diálogo 

entre el tribunal interamericano y el europeo, al señalarse que el primero siguió 
los criterios del segundo en cuanto a las restricciones válidas a los derechos huma­
nos contenidos en los tratados internacionales respecto a los cuales tienen compe­
tencia. 
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Estos ejemplos, son sólo dos muestras de la forma en 
que el diálogo entre nuestros tribunales y la Corte Interame-
ricana comenzó a construirse. Es necesario señalar, sin em-
bargo, que la definición de los alcances de este proceso 
dialógico empieza a definirse de manera más precisa des-
pués de la publicación en el Diario Oficial de la Federación, 
en junio de 2011, de la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos. Una vez publicada dicha reforma, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el expe-
diente varios 912/2010, a través del cual se determinó el trá­
mite que debía corresponder a la sentencia pronunciada en 
el caso Radilla Pacheco vs. los Estados Unidos Mexicanos 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Al ana-
lizar este expediente, la Corte se refirió al reconocimiento 
de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y a la fuerza de sus criterios. 

La Suprema Corte señaló, en este sentido, que debido 
a que la sujeción del Estado mexicano a la jurisdicción de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos era una deci-
sión ya consumada, cuando aquél hubiere sido parte en 
una controversia o litigio ante la jurisdicción de ésta, la sen-
tencia que se dicta en esa sede, junto con todas sus conside-
raciones, constituye cosa juzgada, por lo que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, aun como tribunal constitu-
cional, no puede evaluar el litigio ni cuestionar la compe-
tencia de la Corte Interamericana, sino sólo limitarse a su 
cumplimiento en la parte que le corresponde y en sus térmi-
nos. Por tanto, la Suprema Corte determinó que no era com-
petente para analizar, revisar, calificar o decidir si una 
sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, esto es, en sede internacional, es correcta o inco-
rrecta, o si la misma se excede en relación a las normas que 
rigen su materia y proceso. Con estos presupuestos, la Su-
prema Corte determinó que la firmeza vinculante de las 
sentencias de la Corte Interamericana deriva, además de lo 
planteado, por lo dispuesto en los artículos 62.3, 67 y 68 de 
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la Convención Americana sobre Derechos Humanos82. De 
esta forma, las resoluciones pronunciadas por aquella ins-
tancia internacional cuya jurisdicción ha sido aceptada por 
el Estado mexicano, son obligatorias para todos los órganos 
del mismo en sus respectivas competencia, al haber figura-
do como Estado parte en un litigio concreto. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación agrega, además, que toman-
do en cuenta estas consideraciones, para el Poder Judicial 
tienen carácter vinculante no sólo los puntos de resolución 
concretos de la sentencia, sino la totalidad de los criterios 
contenidos en la sentencia mediante la cual se resuelve ese 
litigio. 

Una vez definida la fuerza vinculante de las sentencias 
dictadas en los casos en los que el Estado mexicano ha sido 
parte, la Suprema Corte se ocupa de fijar los alcances de 
aquellas resoluciones dictadas por la Corte de San José en 
las que nuestro país no ha participado. Al respecto la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación señaló en este primer 
momento que en dichos casos, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana tendría el carácter de criterio orientador de 

82	 Estas disposiciones establecen lo siguiente: 
“Artículo 62
[...]
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la 

interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea 
sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconoz-
can dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los inci-
sos anteriores, ora por convención especial.”

“Artículo 67
El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo sobre 

el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de 
las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a 
partir de la fecha de la notificación del fallo.”

“Artículo 68
1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión 

de la Corte en todo caso en que sean partes.
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá eje-

cutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución 
de sentencias contra el Estado.”
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todas las decisiones de los jueces mexicanos, pero siempre 
en aquello que le sea más favorecedor a la persona, de con-
formidad con el artículo 1o. constitucional, en particular en 
su párrafo segundo, que establece que las normas relativas 
a los derechos humanos se interpretarán de conformidad 
con la Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la pro-
tección más amplia. 

De esta forma, la Corte señala que los jueces naciona-
les no solamente deben observar los derechos humanos esta
blecidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano es parte, sino también los 
criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación al 
interpretarlos y acudir a los criterios interpretativos de la Cor
te Interamericana para evaluar si existe alguno que resulte 
más favorecedor y procure una protección más amplia del 
derecho que se pretende proteger. Esto, sin embargo, de 
acuerdo con lo planteado por la Suprema Corte, no prejuz-
ga la posibilidad de que sean los criterios internos aque-
llos que cumplan de mejor manera con lo establecido por 
la Constitución en términos de su artículo 1o., lo cual ten-
drá que valorarse caso por caso a fin de garantizar siempre 
la mayor protección de los derechos humanos. Con estos 
planteamientos, nuestra Corte comienza a determinar la 
forma en que pretende desarrollar el diálogo con el órgano 
jurisdiccional interamericano, basando su relación en los 
alcances del principio pro persona. 

Poco tiempo después, sin embargo, el criterio de la 
Corte cambió al resolver la contradicción de tesis 293/2011. 
El Pleno de la Corte llegó en este caso a nuevas reflexiones 
sobre el valor de la jurisprudencia emitida por la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos. Para ello, comenzó dis-
tinguiendo entre la obligatoriedad de la jurisprudencia del 
Poder Judicial de la Federación, de la vinculatoriedad de los 
precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos. Al respecto determinó que: 
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De acuerdo con la Constitución y la Ley de Amparo, la juris-
prudencia del Poder Judicial de la Federación es obligatoria 
cuando cumple con los requisitos de integración previstos 
en dichos ordenamientos: reiteración, contradicción o sus-
titución. En este sentido, dicha obligatoriedad no se predica 
respecto de los criterios identificados como “tesis aisladas”, 
cuya aplicación no es obligatoria por no haber cumplido 
con los requisitos formales para ello.

A diferencia de lo anterior, la jurisprudencia interame­
ricana se integra en un sistema de precedentes, según el 
cual todos los criterios interpretativos contenidos en una re
solución dictada por la Corte Interamericana con motivo de 
un asunto de naturaleza contenciosa gozan de fuerza vincu
lante, sin necesidad de que se siga un procedimiento formal 
distinto. En este sentido, cada pronunciamiento del tribu-
nal interamericano se integra a la doctrina jurisprudencial 
interamericana, cuya fuerza vinculante debe entenderse en 
clave de progresividad, es decir, como un estándar mínimo 
que debe ser recibido por los Estados que hayan reconocido 
la competencia contenciosa de la Corte Interamericana 
para ser aplicados directamente, en forma armónica con la 
jurisprudencia nacional, o para ser desarrollados o amplia-
dos mediante jurisprudencia que resulte más favorecedo-
ra para las personas.

Partiendo de estas reflexiones, el Tribunal Pleno consi-
deró que la fuerza vinculante de los criterios interpretativos 
contenidos en las sentencias interamericanas, debía exten-
derse a aquellas dictadas en casos en los que el Estado me
xicano no hubiere sido parte. El primero de los argumentos 
para sostener esta afirmación empleado por la Suprema 
Corte, fue que la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
constituye una extensión de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, en la que las “normas” derivadas 
de ese instrumento internacional corresponden a los distin-
tos significados que la Corte de San José atribuye al texto 
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convencional a través de su jurisprudencia, incluyendo 
aquellos dictados en los casos en los que el Estado mexica-
no no haya sido parte.  Además, el Pleno argumentó también 
que conforme al artículo 1o. constitucional, todos los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución y en los tra-
tados internacionales ratificados por el Estado mexicano 
forman parte de un mismo catálogo que conforma el pará-
metro de control de regularidad del ordenamiento jurídico 
mexicano, por lo que los criterios que emita la Corte Intera-
mericana en sus resoluciones, como intérprete último de la 
Convención Americana en el ámbito internacional, son vin-
culantes para todos los órganos jurisdiccionales del país. 
Sin embargo, en este punto el Pleno consideró pertinente 
aclarar la relación que existe entre la jurisdicción nacional 
y la interamericana, precisando que “tanto la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación como el resto de las cortes supre-
mas de los Estados de las Américas que han reconocido la 
competencia contenciosa de la Corte Interamericana de De­
rechos Humanos deben mantener un diálogo jurisprudencial 
constante con el tribunal internacional, puesto que ambos 
tienen la misma finalidad: la protección de los derechos 
humanos”.

La Suprema Corte hace expresa entonces su participa-
ción en un proceso dialógico cuyo fin es lograr una mejor 
protección de los derechos humanos a través de la coopera-
ción y colaboración; pero también precisa que si bien todos 
los criterios son vinculantes, este carácter no debe enten-
derse en un sentido fuerte, es decir, como un lineamiento 
que constriña a los jueces internos a resolver aplicando in-
defectiblemente el estándar sentado por la Corte Interame-
ricana, pasando por alto, incluso, los precedentes del Poder 
Judicial de la Federación. Por el contrario, para la Corte esta 
obligatoriedad debe entenderse como “una vinculación a 
los operadores jurídicos internos a observar en sus resolu-
ciones un estándar mínimo, que bien podría ser el interame
ricano o el nacional, dependiendo cuál sea el más favorable 
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a las personas”. Y es que para el Pleno de la Corte, lo impor-
tante será que ante la eventual inaplicación de un criterio 
jurisprudencial, ya sea nacional o interamericano, ésta se 
justifique atendiendo a la aplicación de otro que resulte 
más favorecedor a la persona. 

Con estas consideraciones la Suprema Corte de Justi-
cia llega a otra aclaración: la vinculación a los precedentes 
de la Corte Interamericana emitidos en casos en los que el 
Estado mexicano ha sido parte no necesariamente es igual 
a la emitida en aquéllos donde no lo ha sido. La razón de 
esto es evidente para los ministros pues: 

Cuando la Corte Interamericana de Derechos Humanos dic-
ta una sentencia, aunque aplica su jurisprudencia histórica 
para determinar el contenido de derechos humanos que se 
encuentren previstos en un mismo instrumento internacio-
nal obligatorio para todos los Estados parte del mismo, lo 
hace analizando conductas específicas observadas por 
agentes estatales de un Estado, en razón de un contexto fác-
tico específico y atendiendo a las particularidades del orde-
namiento jurídico respectivo. 

Así las cosas, cuando se trate de la aplicación de un 
criterio emitido por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en un caso en el que el Estado mexicano no ha 
sido parte, los operadores jurídicos se encuentran obligados 
a analizar si el precedente resulta aplicable al ordenamien-
to jurídico mexicano. Este paso previo no dependerá de que 
la conducta ordenada como debida por la Corte Interame-
ricana sea compatible con la conducta, acto jurídico o nor-
ma analizada, sino con el hecho de que el marco normativo 
analizado, el contexto fáctico y las particularidades del caso 
sean análogas y, por tanto, idóneas para la aplicación del 
precedente interamericano. Lo mismo ocurre a nivel inter-
no cuando un criterio jurisprudencial emitido, por ejemplo, 
con base en la legislación de un Estado se utiliza para resol-
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ver un asunto nacido al amparo de una legislación similar 
de otro estado. En estos casos, el operador jurídico deberá 
analizar si las razones que motivaron el pronunciamiento 
son las mismas, para entonces poder determinar si el crite-
rio jurisprudencial interamericano es aplicable.

Los planteamientos de la Corte evidencian una disposición 
razonada al diálogo  —y no la simple recepción—, a través 
de la cual los jueces nacionales participan también de forma 
activa determinando si un criterio interamericano es aplica-
ble tomando en cuenta una serie de factores que deben 
orientar su decisión o incluso considerando si debe dejarse 
de lado la jurisprudencia de la Corte Interamericana a fin de 
otorgar a las personas una protección más amplia.83 Por 
consiguiente, el Pleno considera que el valor vinculante de 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana exige a los ope-
radores jurídicos de nuestro país seguir los siguientes pasos:

1)	 Cuando el criterio se haya emitido en un caso en el 
que el Estado mexicano no haya sido parte, la apli-
cabilidad del precedente al caso específico debe 
determinarse con base en la verificación de la exis-
tencia de las mismas razones que motivaron el pro-
nunciamiento; 

2)	 En todos los casos en que sea posible, debe armo-
nizarse la jurisprudencia interamericana con la na-
cional, y 

3) 	 De ser imposible la armonización, debe aplicarse 
el criterio que resulte más favorecedor para la pro-
tección de los derechos humanos de las personas. 

83	 Estos planteamientos de la Corte se ven opacados, sin embargo, cuando el mismo 
Pleno señala que cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejer­
cicio de los derechos, se debe estar a lo que establece el texto constitucional, pues 
con ello se limita la posible participación de los jueces en la búsqueda de la pro­
tección más amplia a través del diálogo jurisprudencial. 
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Así, como ha señalado la Corte de manera más recien-
te al resolver el expediente varios 1396/2011, “los jueces 
nacionales deben observar los derechos humanos estable-
cidos en la Constitución Mexicana y en los tratados interna-
cionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como 
los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación 
al interpretarlos y acudir a los criterios interpretativos de la 
Corte Interamericana para evaluar si existe alguno que re-
sulte más favorecedor y procure una protección más amplia 
del derecho que se pretende proteger”. En esta resolución, 
la Suprema Corte es muy cuidadosa al reiterar que las con-
sideraciones señaladas no prejuzgan sobre la posibilidad de 
que sean los criterios internos aquellos que cumplan de me-
jor manera con lo decretado por la Constitución en térmi-
nos de lo establecido en el artículo 1o., lo que tendrá que 
valorarse caso por caso a fin de garantizar siempre la mayor 
protección de los derechos humanos. 

La participación en el diálogo por parte de la Suprema 
Corte de Justicia busca, de esta manera, una apertura hacia 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana, pero sin que ésta 
se prefiera de manera mecánica a la interpretación que se 
realiza en el ámbito nacional, pues el criterio que dará cau-
ce al diálogo es la búsqueda de una mayor protección a los 
derechos humanos. El diálogo jurisprudencial, bajo este 
contexto, se ha acentuado en las discusiones al interior de 
la Corte y eso se demuestra, por hacer mención sólo a algu-
nos casos resueltos por nuestro máximo tribunal, en la ac-
ción de inconstitucionalidad 86/2009, la contradicción de 
tesis 221/2014 o los amparos en revisión 1250/2012 y 
295/2014. Lo deseable es, en consecuencia, que ese diálo-
go siga su camino en una doble vía que permita encontrar 
nuevos estándares de protección de los derechos humanos 
aplicables tanto en la jurisdicción nacional como en la in-
ternacional. 
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VIII. Reflexiones finales

A nadie es ajeno que la labor de los órganos jurisdicciona-
les ha cambiado en los últimos años con la apertura y re-
cepción del derecho internacional de los derechos humanos 
por parte de los Estados. De hecho, el que éste imponga 
ciertos límites a la discrecionalidad  que existía en el ámbito 
estatal cambia las exigencias de todos los operadores jurídi-
cos, que se encuentran sujetos a una nueva concepción en 
la que se entiende que las leyes y la Constitución misma sólo 
son válidas y democráticas (en el sentido sustancial de la 
expresión), si reconocen y garantizan los derechos huma-
nos, lo que representa un límite objetivo y necesario para el 
desempeño de la autoridad.84 En este nuevo escenario, la 
coexistencia de derechos y órganos de garantía, ha dado 
pie para que se busquen puntos de encuentro en la interpre-
tación y aplicación de los instrumentos normativos por par-
te las diversas jurisdicciones que concurren en los diversos 
sistemas.  Una de las herramientas que se ha empleado para 
evitar colisiones entre las diversas interpretaciones que rea-
lizan los tribunales es el diálogo jurisprudencial. Esta prác-
tica, como señala Ayala Corao, “ha permitido resaltar el rol 
de los jueces nacionales como órganos (no exclusivos) del 
Estado responsables de cumplir y hacer cumplir las obliga-
ciones internacionales”.85 Sin embargo, el nuevo papel de 
los jueces requiere un compromiso serio con la protección 
de los derechos, pues mediante interpretaciones reduccio-
nistas o restrictivas se pueden poner en peligro los avances 
que se han dado a través de la comunicación transjudicial. 
De ahí la necesidad de “fomentar una doctrina y una juris-
prudencia emancipadora en el campo de los derechos hu-
manos, inspirada en la prevalencia de la dignidad humana 

84	 En este sentido véase Sergio García Ramírez y Julieta Morales Sánchez, La reforma 
constitucional sobre derechos humanos (2009-2011). 3a. ed, México, Porrúa-Universi­
dad Nacional Autónoma de México, 2013, p. 17. 

85	 C. Ayala Corao, op. cit., n. 9, p. 56.
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y la aparición de un nuevo derecho público marcado por la 
condición de un Estado abierto en un sistema jurídico mul
tinivel”.86

En el sistema interamericano se han dado pasos en esta 
dirección, pero aún falta mucho por hacer y en ello tienen 
una gran responsabilidad tanto los órganos jurisdiccionales 
nacionales como los internacionales. En primer lugar, se 
requieren adecuaciones de rol por parte de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos que quizá tenga que “mi-
rar su propio trabajo con mayor modestia, en algunos casos 
moderar las ambiciones que se reflejan en los remedios que 
ordena y evitar el autoelogio en el que incurre a menudo”.87 
Pero al mismo tiempo, los tribunales nacionales deben tam-
bién acostumbrarse a la idea de poder criticar la línea de la 
jurisprudencia de la Corte de San José y su funcionamiento 
sin que esto sea visto como conspirar contra el afianzamien
to y la mejora del sistema interamericano de protección de 
derechos humanos, pues la construcción de reglas en una 
comunidad de principios no puede lograrse sino a través 
del intercambio y el aprendizaje recíproco. Ello pues, en el 
fondo, la interacción entre los tribunales internos y los 
internacionales no debe apuntar a generar una relación de 
jerarquización formalizada entre éstos y aquéllos, sino a 
trazar una vinculación de cooperación en la interpretación 
“pro persona” de los derechos humanos.88 Si se logra ese 
objetivo, el diálogo entre los tribunales nacionales y la Cor-
te Interamericana puede convertirse en un mecanismo fun-
damental dentro de la construcción de un nuevo esquema 
de protección jurisdiccional de los derechos humanos. 

86	 F. Piovesan, op. cit., n. 28, p. 78. 
87	 Estas ideas, tomadas de Basch, son reproducidas en Víctor Bazán, “Hacia un diá­

logo crítico entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y las cortes su­
premas o tribunales constitucionales latinoamericanos”, en Eduardo Ferrer Mac-
Gregor y Alfonso Herrera García, coords., Diálogo jurisprudencial en derechos humanos 
entre Tribunales Constitucionales y Cortes Internacionales, Valencia, Tirant lo Blanch-
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional-Universidad Nacional Au­
tónoma de México, 2013, p. 591.

88	 Idem. 
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